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TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA REPÚBLICA 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 10 de setiembre de 2008 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Carlos Enciso Christiansen. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Rodrigo Goñi Romero, 
Gustavo Guarino, Carlos Maseda, Aníbal Pereyra, Hermes Toledo Antúnez y Mario 
Perrachón. 


INVITADOS: General contador Guillermo Ramírez, Presidente y contadores Osvaldo Dohir Mazzoly y 
Heber M. Cancio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Enciso Christiansen).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Presidente del Tribunal de Cuentas de la República, General 
contador Guillermo Ramírez, y a los contadores Osvaldo Dhoir Mazzoli y Heber Cancio. 


Hemos convocado al Tribunal de Cuentas para conocer su opinión con respecto al proyecto a estudio de esta 
Comisión por el que se modifica el funcionamiento del Instituto Nacional de Vitivinicultura y a las 
diferencias de apreciación de otros organismos vinculadas con la gestión de la pasada administración en el 
INAVL. Por esta razón, recibimos a las gremiales, a las actuales autoridades del Instituto Nacional de 
Vitivinicultura e, inclusive, a la Auditoría Interna de la Nación. Asimismo, el señor Diputado Goñi Romero, 
Representante por Salto, planteó invitar a las autoridades del Tribunal de Cuentas, por cuanto en la sesión 
anterior se involucró la participación de este organismo en este asunto, y por eso creímos que era importante 
que sus autoridades hicieran "in situ" las apreciaciones que correspondían. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Haremos una introducción y luego, sin duda, estaremos dispuestos a contestar 
todo aquello que esté a nuestro alcance. 


Antes que nada, en la medida en que el Tribunal de Cuentas ha concurrido a Comisiones de la Asamblea 
General, concretamente a la de Constitución, y Legislación, y a las Comisiones de Hacienda de ambas 
Cámaras nunca compareció ante otras Comisiones como, por ejemplo, esta, creo que es conveniente expresar 
algunos aspectos que tienen que ver con la función de este organismo. Obviamente, todos conocen su 
cometido, pero existen algunos aspectos que están vinculados con el motivo de nuestra convocatoria, y 
quiero exponer brevemente en ese sentido. 


El Tribunal de Cuentas es la auditoría gubernamental de la República; es el único órgano de control externo. 
No depende de ningún Poder, ya sea del Ejecutivo, Legislativo ni Judicial. Esto está consagrado así en el 
artículo 210 de la Constitución de la República que establece que actuará con autonomía funcional. La propia 


Asamblea General, que puede destituir a los integrantes del Tribunal en casos de ineptitud, omisión o delito, 
no puede modificar, como ningún otro órgano, los actos, las resoluciones y los dictámenes del Tribunal. Al 
respecto, Justino Jiménez de Aréchaga ha sostenido que el juicio que establece el artículo 209 de la 
Constitución en cuanto a destituciones es sobre conductas, pero no sobre actos. 


Además, el Tribunal por disposición legal artículo 94 del TOCAF encabeza el sistema de control externo para 
todos los órganos del Estado. En ese sentido, la ley específicamente establece que debe coordinar los planes 
de la Auditoría Interna de la Nación y de los órganos de auditoría de los organismos del artículo 220 y 221 de 
la Constitución, como así también de los Gobiernos departamentales. 


En el ámbito internacional, el Tribunal de Cuentas acaba de presidir durante tres años y hasta el año pasado el 
comité directivo del organismo mundial que reúne a ciento ochenta y cuatro entidades fiscalizadoras 
superiores, que se denomina en inglés INTOSAL, Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores. Esta circunstancia destacable por sí misma porque nadie regala nada en el concierto internacional 
es el producto de la tarea, básicamente de los funcionarios del Tribunal de Cuentas desde su creación en 
1934. Sus técnicos, como consecuencia de esta participación, tuvieron el privilegio de obtener en forma 
gratuita cursos especializados en el exterior por el que les otorgaron el título de capacitadores en auditoría. 
En este momento, excepto Argentina, Brasil y Chile, el Tribunal está enviando, sin costo alguno para nuestro 
Estado, a sus funcionarios para capacitarse, porque todo lo paga el organismo internacional. Además, el 
Tribunal de Cuentas del Uruguay representa a la regional de ese organismo mundial, que incluye a los países 
de América Latina y del Caribe en la comisión de independencia del organismo mundial. Porque la 
independencia se considera un valor esencial en las tareas de auditoría. 


¿Cómo realiza el Tribunal de Cuentas sus tareas? Sigue las normas de auditorías internacionales y de ética 
del organismo al que me he referido anteriormente y se rige por manuales que establecen los procedimientos 
que se deben seguir. Sus auditores planifican y ejecutan las tareas de auditoría y después hay dos niveles de 
control y de supervisión: uno a cargo de los Departamentos y otro a cargo de la dirección de la División. 
Recién después de que eso está consolidado se somete a la consideración del Tribunal, que es el que tiene la 
responsabilidad de expedirse. 


También quisiera hacer algunos comentarios nos van a servir como elementos de análisis para las 
exposiciones que siguen con respecto a los dictámenes de auditoría. ¿Qué contienen los dictámenes de 
auditoría? Contienen una opinión sobre los estados contables para determinar si esos estados que se auditan 
presentan o no, razonablemente, la situación patrimonial y de resultados del organismo auditado. También 
incluyen una opinión sobre la forma en que se han cumplido las normas que regulan la actividad del Ente 
auditado. Esto cobra especial importancia en los organismos públicos que están regidos por una normativa 
especial y adicional, distinta a la de los órganos privados. La opinión que debe emitir el auditor que realiza 
una auditoría necesariamente se puede manifestar en cuatro formas. Allí hay un grado de rigidez absoluto y 
así es que un dictamen puede ser limpio o sin observaciones, es decir, cuando el auditor llega a la conclusión 
de que los estados que está auditando en efecto presentan razonablemente, en todos los aspectos importantes, 
la situación patrimonial y de resultados, origen y aplicación de fondos de los recursos del organismo. Este es 
el tipo de dictamen que el Tribunal de Cuentas emitió con respecto a los estados financieros del INAVI al 31 
de diciembre del año 2005. La segunda calificación que puede utilizar un auditor es expedirse con 
salvedades. Eso quiere decir que señala determinadas cosas que no están bien, pero establece que, salvo eso, 
los estados se presentan razonablemente. Hay un señalamiento específico con indicación clara de cuáles son 
las razones que lo llevan a adoptar ese criterio. En tercer lugar, está el dictamen adverso que es aquel que, 
como su nombre lo especifica, determina que el auditor entiende que los estados que está auditando no 
presentan razonablemente la situación patrimonial del organismo auditado; es negativo. A su vez, hay una 
cuarta calificación que es la abstención de opinión que se produce cuando el auditor ha tenido una serie de 
limitaciones de tal magnitud que le impiden conocer cuál es la situación de la empresa. Esas limitaciones 
pueden venir por el hecho de que no existan o por el hecho de que, aun existiendo, se le nieguen, no se le 
proporcionen. Obviamente, el auditor debe emitir este tipo de dictámenes una vez que agotó todos los 
procedimientos alternativos sustitutivos para poder eludir, evadir, salvar aquel tipo de limitaciones a los que 
me refería. Este fue el dictamen que emitió la Auditoría Interna de la Nación con respecto a los estados del 
INAVI al 31 de diciembre de 2005. 


Es importante establecer la diferencia entre ambos dictámenes. Por un lado, el Tribunal de Cuentas, que ha 
establecido un dictamen limpio o sin observaciones y, por otro, la Auditoría Interna de la Nación que, con 


respecto al mismo organismo, a los mismos estados, se abstuvo de emitir opinión por decir que carecía de 
elementos. Además del dictamen, además de la opinión, también se realiza un informe a la administración. 
En ese informe se expresan comentarios sobre determinados capítulos o rubros de los estados en los cuales se 
evalúan las características del sistema de control interno y se formulan recomendaciones al administrador que 
le puedan servir para el manejo de su organismo. Ahora bien: es común que cuando se detectan ciertas 
debilidades en el control interno, esas que se hacen constar en el informe a la administración, se confunda y 
se piense que porque se da esa sola circunstancia, necesariamente ellas deben repercutir sobre la opinión del 
auditor, a los efectos de tipificar en alguno de los cuatro grados a los que me refería anteriormente mediante 
los cuales se tenía que expedir el auditor. 


Es común que sea necesario llegar a una abstención de opinión porque se encontró que existe determinada 
debilidad dentro del sistema de control interno y voy a poner un ejemplo un poco grueso, pero creo que es 
contundente. Las normas de auditoría y la propia ley establecen en nuestro país que hay que hacer arqueos de 
caja sorpresivos y frecuentes. Supongamos que se hace la auditoría en un organismo determinado y se 
constata que en todo el año no hubo un solo arqueo de caja. Eso se debe señalar como una debilidad de 
control interno en el informe de la administración, pero de ninguna manera de allí se puede inferir que esa 
circunstancia por sí sola es factor determinante como para decir que un dictamen se debe expedir con 
abstención de opinión, porque todo lo demás puede estar ajustado. Por ejemplo, la contabilidad cierra 
perfectamente y refleja la realidad de lo que es la empresa, pese a que no se hicieron arqueos. 


Con estas aclaraciones previas, entremos directamente a los estados del INAVI al 31 de diciembre de 2005. 
Hay que expresar que el Tribunal de Cuentas audita los estados de este organismo desde que fue creado. Esta 
circunstancia significa dos ventajas. En primer lugar, desde hace mucho tiempo que se conoce al organismo 
que se está auditando, y en segundo término, en un período tan prolongado, no siempre ha actuado el mismo 
auditor. A través del tiempo han actuado diversos auditores y ninguno de ellos tuvo una opinión distinta a la 
de los anteriores. 


El Tribunal de Cuentas emitió su dictamen limpio y sin observaciones el 1% de noviembre del año 2006 con 
relación a los estados de 2005, y no el 7 de noviembre, como he visto que figura en la documentación que se 
me ha hecho llegar. El 7 de noviembre es la fecha con la cual el Tribunal de Cuentas eleva su dictamen por 
oficio a la Asamblea General, como manda la ley. Pero reitero que el dictamen fue adoptado el 1* de 
noviembre. Este dictamen establece una salvedad sobre el cumplimiento de las normas, señalando que el 
INAVI no cumplió con la obligación de remitir en plazo los presupuestos. 


En el informe a la administración el Tribunal hace una serie de comentarios, para ayudar a la administradora 
a que mejore su gestión, pero ninguno de ellos es de la entidad ni de la materialidad suficientes como para 
que incidan en la opinión que hubiesen debido tener en cuenta los auditores que actuaron en el caso. 


Casi un mes después, el 8 de diciembre, la Auditoría Interna de la Nación emitió un dictamen sobre los 
mismos estados con abstención de opinión. Esta diferencia de opinión dio lugar a que los técnicos del 
Tribunal que actuaron en el momento hicieran llegar al Cuerpo de Ministros un comparativo justificado su 
actuación, al comprobar que había otra posición sobre el mismo hecho. 


Cabe agregar que en ese caso actuó el Departamento 5, que está integrado por muy calificados y entrenados 
profesionales. Tiene a su cargo, nada más ni nada menos, que la tarea de auditar todos los préstamos que 
tienen su origen en organismos internacionales, como el BID, el Banco Mundial, el Ex-Im-Bank, 
FONPLATA, y estamos e una cifra que oscila entre los mil y dos mil millones de dólares por año. En este 
sentido, en los últimos cuatro años el BID ha hecho llegar al Tribunal una carta de complacencia poniendo de 
manifiesto la exactitud, la precisión y puntualidad con que se emiten los dictámenes; y son los funcionarios 
de ese departamento los que realizaron la auditoría del mencionado organismo. Su Director es el contador 
Heber Cancio, quien también fue el primer Director de la escuela de auditoría gubernamental, encargándose 
de capacitar no solo a sus técnicos, sino también a los funcionarios de toda la Administración Pública en 
materia de hacienda y de contrataciones, a quien solicito se le otorgue el uso de la palabra para que nos 
informe en detalle sobre las razones que se tuvo para hacer ese informe. 


SEÑOR CANCIO.- Agradezco la oportunidad para expresarnos con relación a la diferencia de 
opiniones que mereció un mismo estado. Me refiero concretamente al estado financiero del INAVI por 
el ejercicio cerrado el 31 de diciembre de 2005. 


El primer punto de las conclusiones del informe de la Auditoría Interna de la Nación dice: "De la auditoría 
practicada, se formulan las siguientes observaciones: 1. Del análisis de la documentación auditada y de los 
registros contables: 1.1. No se deja constancia en la contabilidad del comprobante que respalda el registro". A 
todo esto conviene decir que hoy por hoy las empresas tienen un volumen considerable que impide que las 
transacciones se registren una por una. El sistema contable no es solo la contabilidad central, sino también los 
registros de primera entrada y los registros auxiliares con que cuenta el organismo. 


A esos efectos, voy a pasar a leer la Ordenanza 81 del Tribunal de Cuentas, que regula los procedimientos 
que deben adoptar todos los organismos que presentan estados al Tribunal, en cuanto a la formulación y a 
aspectos formales de la presentación. Concretamente, el artículo 26 de la Ordenanza 81 dice: "Se entiende 
que los registros contables son formalmente confiables cuando existen elementos objetivos suficientes que, a 
juicio del Tribunal de Cuentas, permitan concluir que la documentación que sustenta las operaciones está 
adecuadamente registrada, archivada, compilada, resumida y expuesta". 


A nuestro parecer, la Auditoría Interna de la Nación quiso encontrar en la contabilidad del organismo un 
detalle de cada transacción. El INAVI cuenta con registros auxiliares y vuelca los ingresos a través de una 
planilla de entrada diaria en la que relaciona operación por operación, venta por venta, así como el respaldo 
documental de esas operaciones. 


Digo esto porque la Auditoría Interna de la Nación, continuando el informe dice: "En la registración de los 
ingresos no se hace referencia a la numeración de los formularios de recaudación, recibos y número de 
cheque, no pudiendo verificarse la correlatividad numérica que permite establecer la integridad de la 
registración de los fondos recibidos". 


Normalmente, la correlación numérica se verifica por los libros de entrada, que es donde está 
específicamente detallada. Si no pudieron verificarla, yo no puedo decir qué procedimientos actuaron, pero 
de ahí se concluye: "No se puede afirmar que la contabilidad cumpla con los requisitos de integridad (...)". 
Quiere decir que están diciendo que no tienen la seguridad de que todos los ingresos estén contabilizados. 
Esa es una afirmación muy seria y quizás sea el punto crítico de la discrepancia y del informe de la Auditoría 
Interna de la Nación, porque si un auditor llega a constatar que hay ingresos que no están contabilizados, 
estamos ante un delito. Si yo tengo dificultades para verificar que un ingreso esté contabilizado, puedo 
concurrir al propio organismo, preguntar dónde está registrado ese ingreso y hacer una verificación por 
totales, es decir tomando todas las boletas de venta de un mes, sumándolas y viendo el ingreso que le dio el 
organismo a esas ventas. De llegar a esa conclusión estaríamos ante algo muy serio que sería un delito, 
porque si un organismo no contabiliza los ingresos quiere decir que se los llevó alguien; otra solución no 
vemos. 


A la vez, en el punto 1.1 se concluye que: "No se puede afirmar que la contabilidad cumpla con los requisitos 
de integridad, oportunidad, comparabilidad y confiabilidad". Estos son requisitos que están mencionados en 
el marco conceptual de las normas internacionales de contabilidad. Estas parten de un marco conceptual y 
después se fueron agregando normas aprobadas internacionalmente, las que el Tribunal de Cuentas dice que 
se deben adoptar para la formulación de los estados contables. Acá hay una confusión porque hablan de 
integridad y confiabilidad cuando la integridad es parte de la confiabilidad de los estados; los estados que no 
registran todas las operaciones no son confiables. 


También se mencionan otros dos atributos que deben tener los estados financieros: la oportunidad y la 
comparabilidad. Oportunidad quiere decir que los estados tienen que estar en un tiempo prudencial; el 
Tribunal de Cuentas indica tres meses para que presenten los estados a efectos de que la información no 
pierda interés o deje de ser relevante, porque una información llegada mucho tiempo después no sirve al 
organismo ni al Tribunal. Pero la oportunidad no hace al fundamento que está dando el organismo en cuanto 
a la abstención de su opinión. Dice que se abstiene porque no se puede afirmar que la contabilidad cumpla 
con los requisitos de oportunidad. Un estado contable puede estar formulado dos años después y estar bien 
formulado; esa no es una base para sustentar una abstención de opinión. 


Lo mismo puede decirse en cuanto al atributo de comparabilidad. Lo que se procura es que los estados 
contables estén formulados sobre las mismas bases y principios contables y sean comparables. Tanto es así 
que hace dos o tres años Uruguay adoptó inclusive para la práctica privada, la mecánica de que cuando un 
organismo formula sus estados lo hace en forma comparativa con los del ejercicio anterior. Ustedes pueden 
ver en los estados contables del INAVI así está que se ponen los estados contables, los saldos al 2004 y los 


saldos al 2005. Pero la falta del requisito de comparabilidad no hace a una fundamentación o sustento de 
abstención de opinión, porque si fuera así una empresa que formula un estado por primera vez no tiene con 
qué compararlo y no se podría opinar. 


Quizás este es el punto más crítico del informe de la Auditoría Interna de la Nación con el cual en su 
momento discrepamos el Tribunal de Cuentas y en especial los servicios técnicos que lo examinamos. ¿Por 
qué? Porque la Auditoría dice que "No se puede asegurar que toda la recaudación haya sido registrada (...)". 
Primero, normalmente no es correcto expresarse por la negativa. El enfoque debió haber sido al revés y decir: 
"Hemos constatado que tales ingresos no están contabilizados", o "Hemos constatado que la secuencia 
numérica se vio alterada y los formularios desde el 10450 al 10700 no están registrados". Eso es lo que 
podemos decir en cuanto al punto 1.1 del informe, que es la base de la opinión de la Auditoría Interna de la 
Nación. 


Nuestro propósito es continuar con el análisis de los aspectos más relevantes del informe de la Auditoría 
Interna de la Nación y luego quedar a las órdenes de los señores legisladores para lo que dispongan. 


El punto 1.2 de la Auditoría Interna de la Nación expresa: "No se aplica el criterio de lo devengado". Ese 
criterio es una base fundamental para la formulación de los estados y es el sustento que todos los contadores 
aprendimos en el primer año de Preparatorios para la Facultad, ya que siempre se dice que la contabilidad 
debe formularse por el criterio de lo devengado. Ese criterio apunta a que los hechos se contabilicen cuando 
ocurran. En particular, la norma contable internacional 1, expresa que los hechos se contabilizan cuando 
ocurren y que en el ejercicio contable los estados financieros deben recoger todas las transacciones que tuvo 
el organismo. 


¿Qué hace INAVI en su proceso contable? Primero hay que aclarar que los ingresos de INAVI son 
prácticamente todos contado. Es decir que de aplicar el criterio de lo percibido o de lo devengado durante el 
ejercicio, en la parte de registración de los ingresos no se obtendría un desfase significativo. Y para facilitar 
su Operación cosa que hacen muchas empresas, en lugar contabilizar las facturas en el momento en que llegan 
las contabiliza en el momento en que pagan. Como hace dos pagos quincenales no habría demasiado desfase 
en cuanto a la contabilidad a nivel mensual. Pero al cierre del ejercicio contabiliza todas las facturas que 
adeuda, por lo cual los estados financieros están formulados por el criterio de lo devengado y no por el de lo 
percibido. 


Cuando la Auditoría Interna se refiere al criterio de lo devengado dice que: "En el transcurso del ejercicio 
económico no se dispone de la información necesaria para la toma de decisiones”. Normalmente, un gerente, 
un empresario o un director de una empresa no toman decisiones en la diaria por su contabilidad. Supongo 
que para tomar decisiones en cuanto a la operativa de la empresa INAVI recurrirá al rinde de la uva para 
hacer el vino, la cantidad de litros que procesan las bodegas, la cantidad de sellados que vendió en el mes, el 
dinero de que dispone la Tesorería y otro tipo de informes que reciba de su "staff" y no a la contabilidad. La 
contabilidad que formula adecuadamente INAVI y presenta al Tribunal para que la audite, con un informe de 
un auditor externo independiente, que es seleccionado por ellos, se presenta regularmente. Para las grandes 
decisiones de los estados financieros es necesario contar con estos instrumentos ya que por algo se formulan 
e INAVI dispone de ellos. 


Pasaré a referirme al punto 1.3 en el que la Auditoría Interna de la Nación dice que: "Se exponen en los 
estados contables resultados netos no discriminándose las cuentas de ingresos y gastos". A nuestro entender, 
se hace esta aseveración a raíz de una venta de vehículos. Cuando una empresa vende un vehículo puede 
poner "venta de vehículo" en el estado de resultados, "costo de vehículos", "resultado por la venta de 
vehículos", o si no lo amerita, porque no es algo muy trascendente, directamente contabilizar el resultado por 
la venta de vehículos. INAVI contabilizó resultado por venta de vehículos, es decir que en sus estados 
contables expresó la utilidad de la ganancia que obtuvo en esa venta de vehículos y no, como dice la 
Auditoría, el ingreso por venta de vehículos, porque al decir eso se puede dar a entender que contabilizó el 


ingreso y no el costo. 


Es decir que de una operación en particular saca una conclusión general que no es correcta, porque si uno 
mira el estado de resultados del INAVI ve que tiene correctamente discriminados los ingresos de los egresos. 
El estado de resultados de INAVI dice "Ingresos operativos", y cita: ingresos por circulación de vino, 
incrementos, multas devengadas; tiene seis rubros de ingresos, es decir que están correctamente 
discriminados. Y cuando se refiere a los gastos operativos incluye remuneraciones, publicidad, 


amortizaciones, etcétera; quince rubros de egresos. Es decir que no entiendo en qué se fundamenta la 
conclusión de que no discrimina. 


Por otro lado, el punto 1.4 dice que: "Las cuentas deudoras y acreedoras, son registradas en cuentas globales, 
no pudiendo identificar en el sistema contable los saldos a nivel individual". Acá tengo otra discrepancia 
porque, como informábamos, la contabilidad se hace en forma resumida. Vayamos a un organismo del porte 
de ANCAP, UTE o ANTEL e imaginemos si tuviera que contabilizar a cada usuario en su contabilidad 
central. Tendría un balance o un auxiliar de mil quinientas hojas por mes; sería imposible. Lo que hace 
INAVI para su administración como normalmente se hace en todas las empresas, es llevar un registro de 
facturas impagas por los proveedores; a medida que se paga se saca la factura, se adjunta el recibo y se 
archiva. Se lleva un registro detallado de los deudores, pero la contabilidad central no puede llevar un 
registro en el que figure cada transacción y cada deudor, uno por uno. 


Voy a pasar por alto el punto 1.5 salvo que ustedes quieran hacer alguna pregunta porque no lo entendí, no sé 
qué quiere decir y entiendo que no tiene relevancia porque refiere a un fondo que debería estar presentado en 
el activo o en el pasivo con determinada denominación, lo que no creo que haga al fondo de la cosa. 


En cuanto al punto 1.6, aquí se plantea la discrepancia más profunda. Se habla de la exposición de las 
estampillas. INAVI utiliza, al igual que otros organismos, esta modalidad de estampillas. En el caso de 
ANTEL, se trata de tarjetas para uso de los teléfonos; en el caso de una compañía de navegación, son las 
fórmulas valorables, que son los tiques de los pasajes cuando no están emitidos. Es lógico que en el activo de 
los estados contables figure el costo de la impresión de esas estampillas. Sin embargo, la Auditoría Interna de 
la Nación hace un detalle de qué valor de comercialización tendrían esas estampillas que están contabilizadas 
al costo y sostiene que ese valor de las estampillas es el que debería estar expresado en las notas de los 
estados contables. 


Debemos aclarar que en materia contable las notas no corrigen ni subsanan errores; simplemente son 
aclaraciones de aseveraciones que recogen los estados financieros. A nuestro modo de ver, decir que las 
estampillas, que están contabilizadas en $ 974.000 que están correctamente contabilizados porque se expresa 
su valor de costo, es decir, cuánto costó imprimir esas estampillas tienen un valor de comercialización de $ 
29:935.260, carece de sentido. Lo mismo podría pasar, por ejemplo, en el caso de ANTEL: si la tarjeta tiene 
un valor de llamadas de $ 50 o $ 100, pero le costó $ 1, en su contabilidad el costo de la tarjeta sigue siendo $ 
1. Hasta que el usuario no utilice la tarjeta, sigue valiendo $ 1; vale $ 50 el día que la venda; es un derecho 
que da al usuario de hacer la llamada. 


Más adelante en el informe también hay una apreciación con respecto a una registración de los bienes de uso. 
Dice: "Integra el saldo del rubro Bienes de Uso, un inmueble de valor $ 3.775.837 y equipamiento por $ 
432.681. Analizados los comprobantes que respaldan la titularidad e inversión en dichos activos, se verificó 
que los mismos carecen de las formalidades establecidas (...)". Francamente, en el año no hubo 
incorporaciones de inmuebles; por lo general, cuando no hay incorporaciones el saldo que figura en los 
estados contables concretamente, en el estado de situación es el valor del inmueble del ejercicio anterior 
reexpresado a moneda de cierre, restándole la depreciación acumulada. 


En cuanto a los $ 432.000 de equipamiento, la auditoría efectuada por el Tribunal de Cuentas no constató que 
faltara documentación. 


Más adelante el informe hace mención al cumplimiento de la normativa legal. Al respecto, nos gustaría 
referirnos a un comentario de la Auditoría que hace a la cosa. En el punto 2.1 se expresa: "Las 
disponibilidades financieras se encuentran depositadas en Instituciones bancarias e inversiones temporarias, 
no habilitadas por la normativa legal. En la misma se establece que los fondos deben ser depositados en una 
cuenta (...)" y hace referencia a que tienen unos saldos colocados en ACAC y bonos por $ 3:427.935. 


Aquí se hace una aseveración, pero no se dice cuál es la normativa legal que se incumple. Como nosotros 
estamos familiarizados con el tipo de normativa que regula los estados contables, pensamos que se quiso 
hacer referencia al artículo 80 de la Ley N* 17.555. Dicho artículo establece: "Todos los depósitos de fondos 
realizados por instituciones públicas se realizarán sin excepción alguna en el Banco de la República Oriental 
del Uruguay". INAVI es una empresa paraestatal; es un ente público no estatal, por lo que no está alcanzado 
por el artículo 80. De manera que esta conclusión no corresponde, ya que INAVI no está regulada por ese 
marco normativo. 


Por último y a modo de conclusión quiero expresar que, evidentemente, no se comparte el informe emitido 
por la Auditoría Interna de la Nación, sustentado en una dificultad que informan sus técnicos de comprobar 
que todos los ingresos están registrados o que hay ingresos que no están registrados. No se aclara ni se 
cuantifica qué ingresos no estuvieron registrados, no se dice cuál es la alteración numérica que pudo haber en 
el uso de las boletas contado y, a nuestro modo de entender, no están bien fundamentadas sus conclusiones. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Cuando el Tribunal de Cuentas toma conocimiento de este informe, con fecha 29 
de marzo de 2007 remite un oficio a la Directora de la Auditoría Interna de la Nación, en el cual se 
expresa que en virtud de que el artículo 94, numeral 6) del TOCAF "establece que le corresponde a 
este Tribunal 'Coordinar con la Auditoría Interna de la Nación (...) la planificación de las auditorías de 
dichos órganos de control' (...) a efectos de su consideración en la auditoría que este Tribunal debe 
realizar sobre los Estados Contables de INAVI del Ejercicio 2006 (...)". 


Quiero detenerme en esto porque el Tribunal no está pidiendo información respecto al año 2005, que es el 
que da lugar a la diferencia; está pidiendo información de 2006. ¿Por qué? Porque lo que está invocando el 
Tribunal es que tiene la competencia legal de coordinar la planificación de la Auditoría Interna de la Nación. 
Por lo tanto, para poder encarar el ejercicio 2006 necesita saber qué fue lo que pasó en 2005. La nota 
continúa: "(...) solicitamos a usted nos indique la relación de ingresos, gastos y obligaciones no 
contabilizados por INAVI, que dio lugar a la opinión que le mereció a esa Auditoría Interna los Estados 
Contables correspondientes al Ejercicio 2005". 


La Auditoría Interna de la Nación nos responde por nota de fecha 18 de abril de 2007: "(...) visto el informe 
de fecha 17/04/07 realizado por los técnicos actuantes, se remite copia del referido informe que luce en expte. 
1943/07". 


El 30 de abril de 2007 el Tribunal de Cuentas nuevamente envía un oficio a la Auditoría Interna de la Nación. 
Dice lo siguiente: "(...) La respuesta hace referencia al Expediente 1943/07, documento que no incluye la 
información que se le solicitara. (...) Por lo expuesto, y con el objeto expresado en el referido Oficio de este 
Tribunal, se reitera la solicitud de remitir la relación de ingresos, gastos y obligaciones no contabilizados por 
INAVI, que dio lugar a la opinión que le mereció a esa Auditoría Interna los Estados Contables del Ejercicio 
2005". 


La segunda respuesta de la Auditoría Interna de la Nación llega por nota de fecha 9 de mayo de 2007. 
Expresa: "En relación al pedido (...) cabe mencionar que se remitió copia íntegra del informe de referencia". 


Cuando el Tribunal considera esta segunda respuesta, resuelve: "No habiéndose remitido la documentación 
requerida, archívese". Queda claro, entonces, que resultó imposible al Tribunal de Cuentas tener la 
posibilidad de hacer la coordinación que la ley establece. 


Quisiera hacer algunas apreciaciones con respecto a lo que se dijo en el seno de esta Comisión durante la 
sesión anterior, cuando la Directora de la Auditoría Interna de la Nación cita al Tribunal de Cuentas. En uso 
del derecho de respuesta me voy a permitir referirme a esos aspectos. Cuando el 3 de setiembre de 2008 la 
Directora de la Auditoría Interna compareció ante esta Comisión, hizo mención al Tribunal de Cuentas en 
varias oportunidades. Ello me obliga a referirme a los dichos de la Directora que constan en la versión 
taquigráfica, básicamente, sobre dos puntos: la independencia y los aspectos técnicos de las auditorías. 


En lo que respecta a la independencia, la Directora de la Auditoría Interna, al referirse a las críticas que, 
según dijo, se habían hecho sobre la falta de independencia de ese organismo, expresó lo siguiente: "En 
cuanto a la independencia también se podría decir que la contadora que firma los estados contables es 
funcionaria del Tribunal de Cuentas". Y agregó: "Quizás para el Tribunal de Cuentas eso no viola la 
independencia y por eso puede cumplir ambas tareas. También hay auditores de estos organismos 
paraestatales que son funcionarios del Tribunal de Cuentas y, sin embargo, podríamos discutir" podríamos 
discutir, dice la Directora "si eso viola o no la independencia". 


Como es la Directora la que sugiere la discusión del caso, entremos a su desarrollo. 


Es correcto lo que expresó la Directora: la contadora que firmó los estados contables es funcionaria del 
Tribunal de Cuentas. También es cierto que otros funcionarios del Tribunal pocos, en realidad están en 


similar situación. Ello es así en la medida en que se trata de funcionarios que en el libre ejercicio de su 
profesión, trabajan en esos organismos no estatales que regulan sus actividades por el derecho privado. 


Es obvio que los funcionarios del Tribunal de Cuentas no están comprendidos en el régimen de dedicación 
exclusiva, y por lo tanto, su actuación no violenta ninguna norma. Además, son situaciones que el Tribunal de 
Cuentas conoce y que están reguladas por expresas disposiciones internas que desde hace años el Tribunal ha 
adoptado en el ejercicio de la autonomía funcional que le confiere la Constitución. 


Cuando un funcionario del Tribunal se encuentra en esa situación, tiene prohibido actuar en casos que 
involucren al organismo en que trabaja y su destino interno se cambia para asegurar el cumplimiento de esa 
prohibición. En consecuencia, esas situaciones no violan la independencia del Tribunal de Cuentas, desde que 
es este el que tiene la potestad de disponer de sus auditores y de las condiciones de sus trabajos. La violación 
o la falta de independencia de un órgano de control se produce cuando este depende administrativamente de 
otro Órgano y está sujeto a cumplir, sí o sí, con la orden de su jerarca administrativo 


Las normas internacionales de auditoría gubernamental consagran que la independencia del auditor 
gubernamental debe darse con respecto al Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y a la entidad auditada. Y 
cuando se refiere a la entidad auditada, lo hace en el sentido de que el auditor no tenga independencia del 
auditado. 


Es evidente que el tribunal de Cuentas no depende del INAVI y, por tanto, no puede sostenerse que por el 
hecho de que una de sus funcionarias trabaje en el INAVI se viola la independencia del Tribunal, como 
sugiere la Directora de la Auditoría Interna de la Nación. En el caso que nos ocupa, la Directora expresó en la 
anterior sesión de esta Comisión lo siguiente: "En este caso, intervenimos a expresa solicitud de las 
autoridades entrantes en el año 2005". Y está bien que así lo haya hecho, desde que la Auditoría Interna de la 
Nación es un órgano funcionalmente desconcentrado del Poder Ejecutivo que si bien goza de autonomía 
técnica obedece a las órdenes de ese Poder; para eso fue creada. Lo que no está bien es que la Auditoría 
Interna de la Nación, exorbitando sus potestades, haya actuado fuera del ámbito de su competencia cuando 
auditó, por ejemplo, a determinados gobiernos departamentales, aduciendo que lo hacía a pedido de las 
Intendencias que habían asumido en el año 2005. 


Con esto, señor Presidente, creo que queda claro que el Tribunal de Cuentas es un órgano independiente por 
disposición constitucional y que, en cambio, no lo es la Auditoría Interna de la Nación. 


En lo que dice relación con los aspectos técnicos a los que anuncié que me iba a referir y que fueron 
expuestos por la Directora de la Auditoría Interna cuando sostiene que el Uruguay, como país, no ha 
adoptado normas internacionales de auditoría pero que existen "buena prácticas" en materia de auditoría, 
agrega lo siguiente: "Por lo tanto, son consideradas buenas prácticas para la Auditoría Interna de la Nación e 
inclusive para el Tribunal de Cuentas". 


Esta nueva referencia al Tribunal de Cuentas me obliga a expresar que este ha adoptado desde hace ya 
cincuenta y cinco años las normas de auditoría y de ética de la Organización Internacional de Entidades 
Fiscalizadoras Superiores, INTOSATI, por su sigla en inglés. Así lo hace constar el Tribunal en cada uno de 
sus dictámenes de auditoría, cuyas copias remite puntualmente a la Asamblea General por disposición legal. 
Así lo hizo también cuando remitió a ese alto Cuerpo el dictamen sobre los estados de INAVI al 31 de 
diciembre de 2005. 


Por lo tanto, no puede sostenerse que el Tribunal de Cuentas realiza sus actuaciones en base a buenas 
prácticas de auditoría. 


Además, debe tenerse presente la competencia que el literal F) del artículo 211 de la Constitución del la 
República otorga al Tribunal en cuanto a dictar ordenanzas de contabilidad que tienen fuerza obligatoria para 
todos los órganos del Estado: gobiernos departamentales, entes autónomos y servicios descentralizados, 
cualquiera sea su naturaleza. 


La propia Directora de la Auditoría Interna, en más de un pasaje de su exposición ante esta Comisión, hizo 

referencia a la ordenanza N* 81 en relación con el balance del INAVI. Esa ordenanza ha sido dictada por el 

Tribunal de Cuentas al amparo de la norma constitucional que antes cité y es la que establece las normas de 
contabilidad para toda la administración pública. 


Por último y siempre dentro de los aspectos técnicos de los que me estoy ocupando, debo hacer mención a la 
referencia que la Directora de la Auditoría Interna hace en relación a la necesidad de verificar el control 
interno en el INAVI. Dijo la Directora: "Por eso el nuevo Gobierno cuando asume quiere para el Directorio 
entrante, en particular para los que designa, tener una opinión, ya no del Tribunal de Cuentas o de las 
auditorías externas sino de la propia Auditoría Interna de la Nación". Más adelante la Directora agrega: 
"Entonces, es muy importante el sistema de control interno que cualquier empresa tenga porque eso hace un 
ambiente de controles [...]". Y termina diciendo: "Esto es lo que está planteado en el informe". Lo que está 
planteado por la Auditoría Interna de la Nación es un dictamen, con abstención de opinión de los estados del 
INAVI, en vez de un dictamen limpio como el que había emitido el Tribunal de Cuentas. 


Es innegable la importancia del control interno; queremos que esto quede bien claro, como así también que 
de las debilidades que se puedan constatar en el sistema de control interno, no necesariamente se desprende 
que el auditor deba abstenerse de emitir opinión con respecto a si sus estados financieros presentan o no 
razonablemente la situación del organismo auditado. Lo que corresponde hacer cuando se constatan 
debilidades en el sistema de control interno es profundizar las pruebas de auditoría. Eso fue lo que no hizo la 
Auditoría Interna de la Nación. 


En suma, la opinión que la Auditoría Interna de la Nación emitió en su dictamen sobre los estados del INAVI 
al 31 de diciembre de 2005 no se ajustó a lo que disponen las normas de auditoría internacional. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- El informe que hemos recibido es de una solvencia brutal, y por cierto 
algunas dudas que nos asaltaron desde que comenzamos a estudiar este proyecto han sido disipadas 
totalmente. Recuerdo que cuando concurrió la contadora del INAVI le manifesté que, de acuerdo con 
el informe de la Auditoría Interna de la Nación, si se tratara de una empresa privada seguramente le 
habría costado el cargo a ella y a la Dirección de la empresa, porque ningún accionista hubiera 
tolerado un informe de tal magnitud. Es claro que en ese momento estábamos analizando el primer 
informe de la Auditoría, que se realizó en noviembre de 2006, donde daba el peor panorama, que luego 
de las apreciaciones a mi juicio, muy claras del Consejo Administrativo del INAVI, que por cierto hoy 
son plenamente ratificadas por el informe del Tribunal de Cuentas en cuanto a las aclaraciones 
pertinentes, tendrían que haber provocado un cambio radical en el informe emitido por la Auditoría 
Interna de la Nación. No obstante y así se lo manifesté a la Directora de la Auditoría Interna de la 
Nación fruto de una transacción, se relativiza y emiten un informe apenas menos malo, que sin duda 
sigue siendo tétrico en relación con lo que expresan los estados contables del INAVI 


Por cierto, con las aclaraciones del Tribunal de Cuentas que a mi juicio son meridianamente claras y 
solventes se disipan las dudas, no logro entender por qué la Auditoría Interna de la Nación emitió ese 
informe, y felizmente así se lo pude manifestar a la señora Directora. Creo que cometió un gran error en su 
informe. 


En cualquier caso, me gustaría, para concluir este tema por lo menos en lo que a mi respecta que se me aclare 
si estuviera dentro de las posibilidades del Tribunal de Cuentas, en primer lugar, cómo se nombra a las 
autoridades de la Auditoría Interna de la Nación, qué competencias tiene y de quién depende. 


La independencia del Tribunal de Cuentas que cuestionó la economista Remersaro quedó aclarada. 


Por otra parte, en virtud de que la mayoría de los miembros de la Comisión son legos en la materia, me 
gustaría que se explicara la elaboración final del informe del organismo auditor vinculada con las 
observaciones, cómo hace, en acuerdo con la Dirección, para hacer las modificaciones en el balance que 
pudieran corresponder, si fueran necesarias, o, en caso contrario, si permanecieran, si se menciona en el 
informe. En el caso de que existan observaciones fuertes de carácter técnico en la presentación de un balance, 
siempre es posible hacer las modificaciones correspondientes antes de emitir el informe; si la Dirección de la 
empresa lo entendiera pertinente podría modificar ese balance y, en consecuencia, salvar esa observación. Me 
gustaría que se comentara cómo se debe hacer ese intercambio, que generalmente es muy fructífero, para 
quienes no lo conocen. 


Por último, quiero contar una anécdota. No quise entrar en estos temas, pero el caso de las estampillas es 

> 
paradigmático. Con el criterio de la Auditoría Interna de la Nación se podrían aumentar las ganancias por el 
mero hecho de mandar a imprimir más estampillas, lo cual es fantástico. 


SEÑOR CASAS.- Como soy veterinario no domino las cuestiones contables, pero me llaman 
poderosamente la atención los informes contables que es muy claro que difieren. Además de llamarnos 
la atención, nos asombró si no entendí mal cuando el Presidente del Tribunal de Cuentas indicó que no 
le llegó la correspondiente comunicación de la Auditoría Interna de la Nación cuando le fuera 
reclamada por segunda vez. Quiero saber si esto es normal en la administración pública, y a qué puede 
atribuir el Tribunal de Cuentas esta falta, que al organismo lo deja sin posibilidades de concluir esta 
cuestión. 


Realmente, nos llama poderosamente la atención todo esto proceso. 


SEÑOR CHARAMELO.- La Comisión prácticamente recibió a todas las delegaciones y lo que más 
cuestionan es la exposición de motivos del proyecto que hace referencia al dictamen de la Auditoría 
Interna de la Nación. 


Voy a leer una parte de esta exposición de motivos para saber si la avala el Tribunal: "Se tiende a evitar que 
los intereses públicos y la administración de los dineros públicos terminen confundidos o supeditados a los 
intereses privados, cuando los representantes de estos se constituyen en una amplia mayoría monopolizada a 
su vez por un número reducido de delegados. De la práctica cotidiana y del resulta do de la auditoría llevada 
a cabo por la Auditoría Interna de la Nación en el Ejercicio cerrado el 31 de diciembre de 2005, se concluye 
que hay una serie de problemas en la estructura y en el funcionamiento económico financiero del Instituto 
que es necesario corregir. En el último se concluye que no se ha manejado la contabilidad de acuerdo a los 
principios que establece la normativa vigente de la República y se indica que no se puede afirmar que la 
contabilidad cumpla con los requisitos de integridad, oportunidad, verificabilidad, comparabilidad y 
confiabilidad que permitan asegurar la razonabilidad de la información contenida en los estados contables.- 
Se constataron irregularidades en materia de registros de recaudación, de gastos de recaudación y 
retribuciones personales, todos aspectos vinculados al funcionamiento del organismo que administra el 
Instituto, sus controles y el cumplimiento de las normas.- Como consecuencia de lo expresado debe 
concluirse que la carencia de orden que rige en el INAVI, así como las responsabilidades de cada una de las 
partes que lo conforman, han demostrado ineptitud para administrar la gestión, motivo por el cual 
corresponde una inmediata reestructura", y la exposición continúa. 


Nosotros, que tenemos que analizar esta reestructura, partiendo de la base de lo que ustedes han dicho y 
tomando en cuenta la diferencia entre el informe del Tribunal de Cuentas y lo que la Auditoría Interna de la 
Nación ha expresado y notificado, podemos concluir que la exposición de motivos de este proyecto de ley 
parte de una base errada. Porque nada de lo que aquí se dice es demostrable o, por lo menos, no condice con 
las prácticas que se deberían llevar adelante en materia de contabilidad. 


No quiero que aquí se brinde una opinión política al respecto, porque no corresponde, pero quisiera saber si 
puedo considerar fiable esta exposición de motivos, que es tomada por parte del Poder Ejecutivo de lo 
desprendido del informe de la Auditoría Interna de la Nación. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Respecto a las preguntas planteadas por el señor Diputado Goñi Romero, en 
cuanto a cómo se nombra a la Auditoría Interna de la Nación, debo decir que es una designación 
realizada por el Poder Ejecutivo. En cuanto a de quién depende, debo aclarar que es un órgano 
desconcentrado del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Con relación a la tercera pregunta relativa a la modificación del informe sobre la base de la información de la 
empresa, no sé si la entendí, pero presumo que la respuesta puede ser la siguiente. Una vez que el auditor 
hace su trabajo lo presenta al auditado para lograr su conformidad, para ver si no hay elementos que puedan 
constituir elementos nuevos que le hagan introducir cambios a su borrador; es lo que se llama el acta de 
cierre. Está dispuesto que así se debe hacer en todos los casos; los manuales de procedimiento de auditoría 
establecen que así debe hacerse. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Supongamos que a través de los procedimientos de auditoría se hubiera 
determinado que toda la facturación no estuviera reflejada en ese balance y que surgiera que falta 
determinar como ingresos del Ejercicio, por ejemplo, $ 5:000.000. Es posible que el auditor le diga a la 


Dirección: "Aquí está faltando esto. ¿Qué hacemos? Lo vas a reflejar?". Por supuesto que esto después 
puede traer consecuencias posteriores, pero el balance, en ese caso, se podría ajustar. 


SEÑOR CANCIO.- En realidad, la auditoría es un proceso continuo. Durante su desarrollo el auditor 
se va formando una opinión sobre la razonabilidad de los estados financieros y va reuniendo pruebas. 
Para hacer una afirmación de auditoría hay que tener documentación, un respaldo documentario y 
haber agotado las pruebas. Dentro del proceso de auditoría, el contador o el auditor están en continuo 
relacionamiento con el organismo y cuando hay un hallazgo de auditoría necesariamente lo tiene que 
discutir con el organismo. Como dice el señor Diputado Goñi Romero, cuando uno presenta los 
hallazgos al organismo, este podría decir: "No, mirá que esto que tú dijiste no es así porque tenemos 
esta situación". En el caso de la afirmación del INAVL, que a mi modo de ver es muy grave porque dice 
que no tienen seguridad de que todos los ingresos estén todos contabilizados, ¿qué haría el auditor? 
Por ejemplo, tendría que decir: "Me faltan los ingresos desde el 15 de febrero al 18 de febrero o los 
correspondientes a la numeración tal a tal". Ese sería el hallazgo del auditor; entonces tendría que ir a 
INAVI y decir: "Estos ingresos no están contabilizados", e INAVI se tendría que encargar de decir: 
"Este ingreso está acá o forma parte de este lote". 


Reitero, la auditoría es un proceso continuo; el auditor no solo es un fiscalizador sino un asesor del 
organismo, por eso año tras año se formulan recomendaciones. En el caso específico del INAVI, los informes 
del Tribunal de Cuentas van con recomendaciones y felizmente el organismo las ha ido atendiendo. De todas 
maneras, una situación de este tipo no sería para una recomendación ni para una discrepancia de opinión: es 
una situación muy seria. Insisto en que si faltan ingresos se estaría ante un delito y la fundamentación de un 
cambio sería otra. Es decir que no es una debilidad de un sistema de control interno el hecho de que falten 
ingresos; si faltan ingresos es porque alguien cobró por el organismo y se llevó ese dinero para otro lado. Es 
imposible hacer otra interpretación de esa afirmación. 


SEÑOR RAMÍREZ.- En lo que refiere a la pregunta del señor Diputado Casas en cuanto a si es 
normal que no se conteste al Tribunal de Cuentas, debo decir que no es tan normal, aunque se dan 
situaciones que están contempladas perfectamente en la legislación vigente. 


El artículo 99 del TOCAF establece que es obligación dar la información que el Tribunal pide y que si así no 
fuere, el Tribunal tiene que dar un plazo de diez días para que el jerarca del organismo informe sobre cuáles 
fueron las causas por supuesto que pueden existir por las que no se brindó la información. Eso ha dado lugar 
a que en los últimos tiempos el Tribunal dictara la Ordenanza N* 86 en la que se establece todo un 
procedimiento para que sus auditores, enfrentados a situaciones como esas que se están dando, sepan cómo 
proceder y cómo constituir todos los elementos de prueba para hacer las denuncias que la propia norma 
establece, ya sea a la Junta Departamental en su caso, al Poder Ejecutivo o a la Justicia, al configurarse una 
obstrucción; en última instancia, es eso lo que establece la ley. 


Resumiendo: no es común esta situación, pero se está dando, al extremo que se llegó a la Ordenanza N* 86, 
que tiene unos tres meses de vigencia. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado Charamelo, que hace referencia a la exposición 
de motivos del proyecto de ley, entiendo que el Tribunal de Cuentas con agrado ha aceptado la invitación que 
esta Comisión le formuló y entiendo que ha brindado todos los elementos de juicio que están dentro de la 
esfera de su competencia y que son de carácter técnico; por lo tanto, no creo que sea conveniente que el 
Tribunal de Cuentas ingrese a considerar aspectos que están incluidos, no ya en un dictamen de auditoría sino 
en un Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. | 


Creo que de aquí surgen todos los elementos de juicio de carácter técnico que puede aportar el Tribunal y de 
la versión taquigráfica se podrán recoger perfectamente; en consecuencia, solicitaría que se tenga por 
contestada de esta forma la inquietud planteada. 


SEÑOR MASEDA.- Quiero expresar mi satisfacción ante la presencia de las autoridades del Tribunal 
de Cuentas; sus integrantes han brindado un informe serio y responsable. Como bien decía el señor 
Diputado Goñi Romero, no todos somos entendidos en el tema económico, pero desde mi punto de 
vista, el nivel, la sencillez y la forma en que se ha explicado, ha permitido dejar a la Comisión una 


cantidad de insumos que nos ayudarán en el inicio del proceso de discusión de un asunto que todavía 
no hemos empezado a debatir, si bien ya hemos recibido a las delegaciones de productores, de la 
Auditoría Interna de la Nación y en el día de hoy a la del Tribunal de Cuentas. 


En verdad, sin conocer el tema en profundidad, personalmente me siento reconfortado por la última respuesta 
brindada por el señor Presidente del Tribunal de Cuentas, porque puso de manifiesto la responsabilidad con 
que se proporcionó el informe, al no ingresar en la contestación en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 
Creo que eso marca la seriedad y la responsabilidad con que se deben tomar estos temas para ser discutidos 
después. 


Por otra parte, quisiera plantear una pregunta sobre las observaciones que muchas veces hace el Tribunal de 
Cuentas a las distintas Administraciones Municipales. Durante muchísimos años el Parlamento ha recibido 
observaciones respecto a presupuestos municipales, a las Juntas Departamentales voy a apuntar más a ellas, 
pero a menudo no se tratan y quedan archivadas. Por ejemplo, observaciones a los presupuestos municipales 
o gastos de las Intendencias. Cuando yo era Edil, en el Período 1994-1999 esto se daba muy frecuentemente: 
había observaciones del Tribunal de Cuentas, pero nunca se llegaba a la definición del tema. 


En una de sus últimas intervenciones, el contador Ramírez mencionó la Ordenanza N* 86, en lo que refiere a 
que los auditores sepan cómo proceder hasta llegar a hacer las denuncias en la Junta Departamental, en el 
Poder Ejecutivo y en la Justicia. Si fuera posible, a título de información y para obtener insumos, pediría que 
se profundice un poco a ese aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien no es el tema de la convocatoria, si el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas desea ilustrar al señor Diputado sobre el asunto planteado, le agradeceríamos. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Creo entender que la consulta que plantea el señor Representante Maseda hace 
referencia a dos cuestiones: a las observaciones que hace el Tribunal de Cuentas frente a gastos y 
pagos, y a las que hace a los presupuestos de las Juntas Departamentales, en particular. 


Vamos a lo primero: en cuanto a las observaciones que hace el Tribunal de Cuentas respecto a los gastos y 
pagos, me voy a referir a las últimas cifras publicadas de la memoria anual correspondiente al Ejercicio 2006. 
En ese sentido, seguimos igual que siempre, en el orden de las noventa mil observaciones, de las cuales algo 
más de seis mil corresponden a órganos de la Administración Central y por lo tanto se remitieron a la 
Asamblea General; un orden de sesenta mil, a los Gobiernos Departamentales y el resto a los Entes 
Autónomos, organismos del artículo 220 de la Constitución, etcétera. Reitero: esto se mantiene igual. 


En lo que respecta a los presupuestos, particularmente a mí me satisface la pregunta que hace el 
Representante Maseda, porque ya hace mucho tiempo que remitimos oficios a los distintos Presidentes de la 
Asamblea General preocupados por este tema. Cuando el Tribunal de Cuentas considera los presupuestos de 
las Juntas Departamentales y hace observaciones, por aplicación del artículo 225 de la Constitución de la 
República, las Juntas Departamentales pueden recurrir ante la Asamblea General, la que dispone de un plazo 
de cuarenta días para expedirse, vencido el cual queda firme la posición de la Junta Departamental, no la 
observación del Tribunal de Cuentas. Entonces, se han dado casos como el siguiente voy a citar uno solo para 
ser breve: el presupuesto de una Junta Departamental aprobado por ocho votos. Hay situaciones que pueden 
dar lugar a más de una opinión, a interpretaciones diversas, pero cuando la Constitución establece 
determinado número que no se alcanzó, aparentemente ahí no habría lugar a discusión. Este es un problema 
que el Tribunal viene advirtiendo desde hace tiempo, pero está en la Constitución: es así y con eso hay que 
manejarse. 


Ahora bien; quisiera hacer una aclaración, porque el señor Representante Maseda hizo referencia a la 
Ordenanza N* 86 que yo mencioné hoy, pero no es para estos casos, porque aquí el Tribunal ya se expidió: 
tenía todos los elementos de juicio. El problema surge cuando una Junta Departamental le pide al Tribunal 
una información sobre determinada Intendencia. O bien tiene que expedirse ante un dictamen de auditoría por 
un préstamo internacional del BID dentro de determinado plazo. Entonces, se pide la información a los 
organismos, se le manda un oficio al jerarca diciendo: "Se ha designado a Fulano y Mengano funcionarios del 
Tribunal de Cuentas para realizar tal trabajo", se solicita que se les preste la mayor asistencia posible, 
etcétera. De manera que van los contadores del Tribunal de Cuentas, y a veces también abogados en general, 


auditores, plantean el pedido y dejan la nota. Luego vuelven, pero no está, no viene. Entonces, empiezan a 
correr los tiempos que nos hacen mal a todos, porque detrás de eso, hay organismos que están necesitando el 
pronunciamiento del Tribunal de Cuentas para seguir otros trámites. 


La Ordenanza N* 86 se dictó ante esa dificultad que encuentra el Tribunal que lamentablemente se está 
percibiendo pero no para los casos de observaciones de gastos y pagos, ni siquiera para las que se le puedan 
hacer a los proyectos de presupuesto de las Juntas Departamentales. La Ordenanza N* 86 se aplica cuando el 
Tribunal pide documentación, datos e informes que según el artículo 99 de la Constitución deben ser 
entregados y, como decía hoy, se establece todo un procedimiento en caso de incumplimiento. A eso refiere la 
Ordenanza N” 86. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comparecencia de las autoridades del Tribunal de Cuentas, en carácter de 
invitadas en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, ha sido muy clara e ilustrativa. Por 
supuesto que esto va a abrir consideraciones en el tratamiento del proyecto que estamos analizando. 


Agradecemos la visita del Presidente del Tribunal de Cuentas de la República, General contador Guillermo 
Ramírez, y de los contadores Osvaldo Dhoir Mazzoli y Heber Cancio, quedando a las órdenes para cualquier 
otro intercambio futuro. 


Se suspende la toma de la versión taquigráfica. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


